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La relación entre drogodependencia, imputabilidad penal y reinserción social constituye un 
espacio de especial complejidad en la práctica forense y clínica. La experiencia acumulada por 
la Unidad de Valoración y Apoyo en Drogodependencias (UVAD) evidencia la necesidad de 
comprender las adicciones no sólo como un fenómeno sanitario o social, sino también como 
un elemento que incide en la responsabilidad penal y en los procesos de resocialización. El 
trabajo interdisciplinar entre los ámbitos judicial y asistencial es una oportunidad para abordar 
de un modo más adecuado la problemática del consumo de sustancias y las conductas delicti-
vas asociadas a las mismas. La pericial forense se convierte en un valioso instrumento para la 
individualización judicial de la pena, atendiendo a las circunstancias de la persona.
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1. INTRODUCCIÓN

Los servicios de atención a personas con 
problemas adictivos detenidas o con proce-
dimientos judiciales pendientes, varían según 
la comunidad autónoma. Generalmente, se 
trata de Unidades de Atención Social al De-
tenido (UASD) y se encuentran en algunas 
sedes judiciales, prestando atención social 
y derivando a programas terapéuticos a los 
detenidos con problemas de adicción.

Entre los servicios que presentan cierta ana-
logía con la Unidad de Valoración y Apo-
yo en Drogodependencias (en adelante 
UVAD), se encuentra el SAJIAD (Servicio 
de Asesoramiento a Jueces y Atención al 
Detenido Drogodependiente), ubicado en 
los Juzgados de Plaza de Castilla de Madrid, 
y gestionado desde el año 1989 por la Aso-
ciación Servicio Interdisciplinar de Atención 

a las Drogodependencias (SIAD). Depende 
del Instituto de Adicciones de Madrid Salud.

En el Principado de Asturias, se gestiona 
desde 2003 el Programa de Intervención en 
Drogodependencias dentro de los Juzgados 
de Oviedo y de Gijón, mediante Convenio 
entre la Consejería de Sanidad del Principa-
do de Asturias, Consejo General del Poder 
Judicial y la Asociación Servicio Interdiscipli-
nar de Atención a las Drogodependencias 
(SIAD). 

En los Juzgados de Valladolid, Burgos y León 
se encuentra el Servicio de Orientación y Ase-
soramiento en Juzgados (SOAD). El servicio 
es gestionado por la asociación ACLAD-Aso-
ciación de Ayuda al Drogodependiente.

En la Comunidad Valenciana, la UVAD 
empieza a funcionar en el año 1997. En la 
actualidad existen 4 UVADs: dos en Valen-

The relationship between drug dependence, criminal responsibility, and social reintegration 
constitutes a particularly complex field within forensic and clinical practice. The experience of the 
Unidad de Valoración y Apoyo en Drogodependencias (UVAD) highlights the need to understand 
addictions not only as a health or social phenomenon but also as a factor influencing criminal 
responsibility and resocialization processes. Interdisciplinary collaboration between the judicial and 
healthcare fields offers an opportunity to address more appropriately the problem of substance 
use and the criminal behaviours associated with it. In this context, forensic assessment becomes 
a valuable instrument for the judicial individualization of the sentence, considering the specific 
circumstances of each case.

Abstract

Addictive disorder, criminal responsibility, forensic assessment, social reintegration, interdisciplinarity, 
health and justice.

Keywords



153Revista Española
de

Drogodependencias50 (4)  2025

Javier Cencillo Lorente y Rosa M.ª Soriano Redondo

cia gestionadas por la Asociación Avant y 
Asociación Adsis Hedra; una en Castellón 
gestionada por la Asociación Patim y otra, 
de reciente creación, en Villena (Alicante) 
gestionada por la Asociación Nueva Vida. 
Hasta el año 2023 la UVAD de Alicante era 
gestionada por la Asociación Apralad.

2. UNIDAD DE 
VALORACIÓN Y APOYO EN 

DROGODEPENDENCIAS

La UVAD, responde y encuentra su justifica-
ción en la intervención derivada del propio 
concepto de trastorno adictivo contenido en 
el Título VI, sobre Drogodependencias y otros 
Trastornos Adictivos, Capítulo I, artículo 60.2 
de la Ley 10/2014 de 29 de diciembre, de la 
Generalitat, de Salud de la Comunitat Valen-
ciana, en cuanto el enfoque multidisciplinar y la 
promoción de las personas con problemas de 
drogodependencias, partiendo de la conside-
ración que el propio texto legal reconoce, de 
las drogodependencias como enfermedades 
comunes con repercusiones en las esferas bio-
lógica, psicológica y social de la persona. 

Desde esa perspectiva, y atendiendo a crite-
rios de eficacia, eficiencia y evaluación conti-
nuada de resultados, la actuación de la UVAD 
se realiza en coordinación con los di-
ferentes recursos de la red pública 
asistencial, fundamentalmente estimulando 
la demanda asistencial y poniendo en contac-
to a las personas que presentan trastornos 
adictivos con los dispositivos asistenciales 
del sistema, potenciando la conexión de los 
programas asistenciales con los de reinserción 
social. De ahí la necesidad de la UVAD, que se 
convierte, además, en puerta de entrada de 
numerosas personas con problemas de con-

ductas adictivas en activo en los recursos asis-
tenciales de la red pública, bien por primera 
vez, bien retomando un tratamiento anterior.

La legislación autonómica en materia de dro-
godependencias establece que la Generalitat 
impulsará programas de asistencia médica, 
jurídica y social a las personas drogodepen-
dientes detenidas, en colaboración con la ad-
ministración de Justicia. Dicha función la viene 
realizando la UVAD desde el año 1997 hasta 
la actualidad.

La UVAD es definida en el Decreto 
132/2010, de 3 de septiembre, del Consell, 
sobre registro y autorización de centros y 
servicios de atención y prevención de las 
drogodependencias y otros trastornos adic-
tivos, en la Comunitat Valenciana, que en su 
Capítulo II se refiere a la tipología de centros 
y servicios de atención y prevención de dro-
godependencias y otros trastornos adictivos, 
y en su artículo 3, numeral 9º describe a las 
Unidades de Valoración y Apoyo en Drogo-
dependencias (UVAD) como aquellos “servi-
cios que prestan apoyo y asesoramiento en ma-
teria de drogodependencias y otros trastornos 
adictivos a órganos jurisdiccionales, fuerzas de 
orden público y personas que han cometido deli-
tos asociados al consumo de drogas o como con-
secuencia de su adicción, o que se encuentren 
detenidas con ocasión de éstos”, estableciendo 
en su artículo 4 que deberán disponer, como 
mínimo, de los siguientes profesionales: (…) 
h) Unidades de Valoración y Apoyo en Drogode-
pendencias (UVAD): abogado, psicólogo, traba-
jador social, y médico cuando se realicen pro-
gramas de intervención en comisarías. 2. Todos 
los profesionales deberán poseer experiencia y 
formación específica reconocida oficialmente en 
el ámbito de la atención y/o prevención de las 
drogodependencias y trastornos adictivos, rela-
cionadas con las funciones a realizar”.
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2.1. Justificación de la UVAD

Según Cabrera y Fuerte, “Los trastornos 
adictivos tienen una gran trascendencia, no 
sólo por las repercusiones sociosanitarias, 
sino por la elevada tasa de delincuencia que 
frecuentemente lleva asociada. En concreto 
las drogodependencias, pero también algunas 
adicciones no químicas o comportamentales, 
son un elemento, en muchos casos, causante 
de delincuencia, especialmente patrimonial, 
así como con el pequeño menudeo de drogas. 
Esto está motivado por un doble fenómeno: 
por una parte, por la propia naturaleza de las 
sustancias que son adictivas, lo que genera una 
continua necesidad de consumo y además de 
gran incidencia sobre la capacidad intelectiva, 
especialmente, volitiva de la persona. Por otra 
parte, las sustancias al estar prohibidas y ser 
sólo obtenibles en un mercado ilícito aparecen 
con elevados precios y hacen que la persona 
consumidora frecuente y se mueva en un en-
torno marginal y de alta prevalencia delictiva. 
Relacionado con lo anterior, hay que tener 
presente que muchos trastornos de la perso-
nalidad tratan de compensar sus insuficiencias 
con el consumo de tóxicos. En otras ocasiones, 
estados psicopatológicos latentes (Ej. Esquizo-
frenias) afloran al ser precipitados por el con-
sumo de tóxicos, y finalmente, personalidades 
con rasgos específicos de inestabilidad, impul-
sividad y escasa tolerancia a la frustración se 
descompensan con la ingesta de determinadas 
drogas, realizando conductas violentas que son 
seguidas de estados amnésicos completos” 
(Cabrera y Fuertes, 1997). 

La individualización judicial de la pena exige 
atender no sólo al hecho delictivo, sino tam-
bién a las circunstancias de la persona que lo 
comete y que éstas tengan una relevancia en 
el marco de los procedimientos legales. Ello 

se traduce en una posible aminoración de la 
imputabilidad que puede conllevar la adop-
ción de medidas alternativas al ingreso en 
prisión, al permitir la sustitución de las penas 
privativas de libertad por otras medidas más 
adecuadas para el logro de la reinserción de 
la persona que presenta un trastorno adic-
tivo, o incluso la suspensión de la ejecución 
de la pena, condicionada al cumplimiento de 
determinadas condiciones.

La conveniencia de servicios de asesoramiento 
en conductas adictivas dirigidas a los operado-
res jurídicos y específicamente a los órganos 
judiciales, tiene su fundamento en la misma 
Constitución Española, que en su artículo 25.2, 
establece que “Las penas privativas de libertad y 
las medidas de seguridad estarán orientadas ha-
cia la educación y reinserción social”.

2.2. Objetivos de la UVAD

El objetivo principal de la Unidad de Valo-
ración y Apoyo en Drogodependencias con-
siste en “ofrecer un servicio de asesoramiento 
y apoyo en materia de drogodependencias y 
otros trastornos adictivos a órganos jurisdiccio-
nales, fuerzas de orden público y personas que 
han cometido delitos asociados al consumo de 
drogas o como consecuencia de su adicción”.

La actuación de la UVAD, desde un enfoque 
psicosociojurídico, conscientes de la comple-
jidad del problema de las conductas adictivas, 
permitirá a los distintos operadores jurídicos 
disponer de información complementaria 
con respecto a las circunstancias que rodean 
la conducta adictiva de la persona informa-
da: evolución en el tiempo, sustancia consu-
mida y efectos de la misma sobre la persona 
consumidora, patología concomitante en su 
caso, programa terapéutico más adecuado, 
pronóstico y seguimiento del mismo.
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Como objetivos específicos de la UVAD:

•	 Informar y orientar a la persona aten-
dida sobre las alternativas existentes para 
el tratamiento de las conductas adictivas

•	 Facilitar el tratamiento y rehabili-
tación de la persona que presente una 
conducta adictiva

•	 Acreditar la conducta adictiva y 
realizar una propuesta de tratamiento 
adecuada a la persona a través de la ela-
boración de informes periciales.

•	 Contribuir a una mejor individualiza-
ción de la pena, orientada hacia la re-
educación y reinserción social. 

2.3. Metodología de la UVAD 
gestionada por la Asociación Avant

El personal de la UVAD está formado por 
dos psicólogas, un abogado y una adminis-
trativa. Su ámbito de actuación es provincial. 
No obstante, cabe decir que, aunque la per-
sona es valorada por los profesionales en la 
sede de la UVAD o en el Centro Penitencia-
rio de Picassent (Valencia), el informe puede 
tener por destino otros órganos jurisdiccio-
nales de cualquier provincia del territorio 
nacional, realizando la ratificación en Juicio 
Oral del informe por videoconferencia. 

La demanda podrá ser efectuada por:

1.	 Personas usuarias.

2.	 Juzgados.

3.	 Centros Asistenciales: Unidades de con-
ductas adictivas (UCA/CAD) y otros 
recursos en drogodependencias.

4.	 Abogados/as.

5.	 Familiares.

El informe pericial emitido siempre 
va dirigido al juzgado competente, al 
objeto de informarle y asesorarle acerca del 
trastorno adictivo padecido por la persona 
y la propuesta de tratamiento más adecua-
da. Una vez establecido el contacto de la 
persona con la UVAD, y en función de la 
demanda, se establece la primera cita de va-
loración, bien con el abogado de la Unidad, 
bien con las psicólogas.

Por regla general, el abogado suele tener 
al menos una entrevista con la persona 
usuaria, al objeto de clarificar su situación 
legal. Las personas que reciben asesora-
miento legal desde la UVAD son derivadas 
en su mayoría por los recursos asistencia-
les. Se trata generalmente de personas que 
tienen algún procedimiento judicial, pero 
suelen carecer de información fundamen-
tal. El asesoramiento consiste principal-
mente en orientar respecto de las actua-
ciones que precisa realizar la persona para 
conocer su situación judicial y ponerle en 
contacto en su caso, con el/la abogado/a 
que se encarga de su defensa, para que 
le asesore y continúe la función que le ha 
sido conferida -generalmente por turno de 
oficio-, en contacto y coordinado con su 
cliente/a.

Otras veces desconocen la dinámica del 
procedimiento, creyendo una vez han sido 
puestas en libertad tras una detención, que 
ya han sido enjuiciadas, identificando su li-
bertad con la definitiva resolución del pro-
cedimiento judicial. En esos supuestos se 
intenta explicar de manera comprensible la 
situación de la persona investigada respecto 
del procedimiento y la importancia de que 
retome el contacto con su abogado/a para 
su adecuada defensa.
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Figura 1. Diagrama de proceso UVADDIAGRAMA DE PROCESO UVAD
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Las funciones del abogado son:

1.	 Información a los/as abogados/as sobre 
la UVAD, su funcionamiento otros recur-
sos en materia de drogodependencias.

2.	 Orientación legal a las personas usuarias

3.	 Asesoramiento legal a los recursos de la 
red asistencial pública.

4.	 Coordinación con órganos judiciales y 
recursos sociales y asistenciales.

La psicóloga de la Unidad emplea de 1 a 
2 entrevistas clínicas de valoración con la 
persona informada, con una duración apro-
ximada de hora y media y una entrevista de 
valoración familiar.

Las funciones de las psicólogas son:

1.	 Valoración psicológica de la persona 
usuaria.

2.	 Recopilación, estudio y análisis de los 
informes de tratamiento disponibles so-
bre el caso.

3.	 Derivación, en su caso, a centro de tra-
tamiento.

4.	 Coordinación con los diferentes recur-
sos que asumen el tratamiento de la 
persona usuaria del servicio.

5.	 Diagnóstico del trastorno adictivo pre-
sentado y, en su caso, de patología con-
comitante.

6.	 Propuesta del plan de tratamiento más 
adecuado, así como nivel de motivación 
al inicio y/o mantenimiento de este.

7.	 Elaboración del informe pericial.

8.	 Informes para tramitar la suspensión o 
sustitución de la pena.

9.	 Ratificación del informe pericial emitido 
ante el órgano judicial.

2.4. Resultados UVAD Avant

Desde la fecha de su creación en el año 1997 
hasta diciembre de 2024, la UVAD Avant ha 
atendido a 6.623 personas, habiéndose rea-
lizado más de diez mil intervenciones. 

A lo largo de los 28 años de existencia de la 
UVAD Avant, el perfil de la persona atendi-
da en el servicio ha ido cambiando. En los 
primeros años de funcionamiento la droga 
principal referida por las personas usuarias 
era la heroína, por vía endovenosa. A partir 
del año 2004 hasta la actualidad, la cocaína 
desplaza a la heroína como droga principal 
consumida, siendo el alcohol una sustancia 
importante que en muchos casos acompaña 
al consumo de otras sustancias. 

Los procedimientos en los que se solicita el 
servicio UVAD, alrededor del 98 % son de 
naturaleza penal. Cabe destacar, en primer 
lugar, el elevado número de delitos con-
tra el patrimonio, principalmente hurtos 
y robos con fuerza en las cosas y en menor 
medida y por este orden, delitos de robo 
con violencia o intimidación, estafa y apro-
piación indebida, daños y defraudaciones, en 
ratios similares a los datos publicados en la 
Memoria del año 2024 de la Fiscalía del TSJ 
de la Comunitat Valenciana. 

En segundo lugar, destaca la comisión de 
delitos contra las personas, gran parte 
de estos procedimientos tiene como con-
secuencia comportamientos violentos en el 
ámbito de sus relaciones familiares, sociales 
o laborales, destacando el aumento de las 
agresiones y malos tratos producidos en el 
ámbito de pareja y/o familiar.
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Las intervenciones en procedimientos in-
coados como consecuencia de la comisión 
de presuntos delitos de amenazas y/o coac-
ciones, así como a los homicidios o asesi-
natos, han resultado minoritarias dentro de 
esta categoría. 

En tercer lugar, cabe destacar, desde el ejer-
cicio 2008, un incremento importante de 
delitos contra la salud pública. También 
han aumentado los procedimientos por deli-
tos de quebrantamiento de condena.

3. CIRCUNSTANCIAS 
MODIFICATIVAS DE 

LA RESPONSABILIDAD 
CRIMINAL

El Código Penal toma en consideración y 
dispensa un específico tratamiento penoló-
gico a los supuestos en los que se comentan 
delitos actuando por o bajo la influencia de 
sustancias psicoactivas. Se debe considerar 
la relevancia que la influencia de las sustan-
cias o la adicción a ellas tiene sobre la capa-
cidad de obrar. 

En algunos casos se llega a eximir de res-
ponsabilidad (artículo 20. 2º), en otros a 
atenuarla de manera muy cualificada (artícu-
lo 21. 1ª en relación con el 20. 2º o artículo 
21. 2ª en grado de muy cualificada) o simple-
mente atenuarla (artículo 21. 2ª).

El hecho de que se considere que la exis-
tencia de circunstancias modificativas de 
la responsabilidad criminal puede llegar a 
eximir de reproche penal, no quiere decir 
que las conductas enjuiciadas que resulten 
probadas estén exentas de consecuen-
cias jurídicas, ya que, en la medida que se 
acredite que la persona es peligrosa para 

la convivencia, pueden aplicarse Medidas 
de Seguridad. Así, mientras que la pena 
se impone por un delito cometido y como 
consecuencia jurídica de éste, la medida de 
seguridad se establece y es la consecuencia 
jurídica de la peligrosidad criminal de un 
sujeto, puesta de manifiesto a través de la 
conducta delictiva, al que se le aplica tal me-
dida como medio para prevenir la comisión 
de futuros delitos.

El Libro I, Título IV del Código Penal con-
templa las Medidas de Seguridad, que se im-
ponen a dos clases de sujetos:

•	 A los declarados inimputables cuan-
do de la comisión del hecho tipificado 
como delito se puede extraer un juicio 
de peligrosidad de cara el futuro.

•	 A los declarados semiimputables o con 
capacidad de culpabilidad disminuida, 
pero no totalmente excluida, a los que 
se impondrá la pena correspondiente y, 
además, si se realiza un juicio pronósti-
co de peligrosidad, se podrá imponer la 
medida de seguridad.

El artículo 95 del CP recoge los presupues-
tos para la aplicación de medidas de seguri-
dad (comisión de delito, que las circunstan-
cias del hecho y personales de la persona 
pueda deducirse un pronóstico de compor-
tamiento futuro que revele la probabilidad 
de comisión de nuevos delitos…) y el artí-
culo 96 establece la tipología de las medi-
das de seguridad, que pueden ser privativas 
de libertad (en caso de personas drogo-
dependientes: internamiento en centro de 
deshabituación) y no privativas de libertad 
(sumisión a tratamiento externo en centros 
médicos o establecimientos de carácter so-
cio-sanitario).
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3.1. Exención de responsabilidad

El Código Penal establece en su art. 20.1 
que está exento de responsabilidad criminal 
“el que al tiempo de cometer la infracción pe-
nal, a causa de cualquier anomalía o alteración 
psíquica, no pueda comprender la ilicitud del 
hecho o actuar conforme a esa comprensión” 
y en su art. 20.2 “el que al tiempo de cometer 
la infracción penal se halle en estado de in-
toxicación plena por el consumo de bebidas 
alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas u otras que produzcan 
efectos análogos, siempre que no haya sido 
buscado con el propósito de cometerla o no se 
hubiese previsto o debido prever su comisión, 
o se halle bajo la influencia de un síndrome 
de abstinencia a causa de su dependencia 
de tales sustancias, que le impida comprender 
la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa 
comprensión”.

Por ello el/la perito forense debe valorar si, 
en el momento de la comisión del delito, la 
persona se encontraba en alguno de los tres 
supuestos previstos en la norma: en estado 
de intoxicación plena, bajo la influencia de 
un síndrome de abstinencia o actuaba a cau-
sa de su grave adicción.

El estado de intoxicación plena supone 
que la persona está bajo el efecto de la dro-
ga. No se exige que sea drogodependien-
te, basta un consumo episódico, ya que lo 
relevante no es la patología de la adicción, 
sino el efecto concreto de intoxicación plena 
por consumo. Dicha intoxicación puede ser 
incompatible con la forma de delincuencia 
más habitual de la persona consumidora, 
como es la patrimonial, y tendría un mayor 
alcance en supuestos de actos violentos vin-
culados a episodios psicóticos inducidos por 
las drogas. La intoxicación plena da lugar a 

inimputabilidad ya que, en estos casos hay 
una perturbación de la conciencia y, por tan-
to, de la libertad de acción.

El síndrome de abstinencia, por el 
contrario, sí es una circunstancia propia 
de la adicción, en tanto que manifestación 
del metabolismo asociada a la ausencia de 
sustancia. Lo que motivaría la comisión 
delictiva es la consecución de dinero para 
adquirir la sustancia y con su consumo su-
perar el síndrome. Esta concreta situación 
afectaría principalmente a la imposibilidad 
de actuar conforme a la comprensión de 
la ilicitud, y convertiría la exención en casi 
un verdadero estado de necesidad en que 
la persona delinque para solventar la situa-
ción de malestar producido por el síndro-
me de abstinencia, es decir, daría lugar a 
inimputabilidad cuando sea de tal intensi-
dad que le impida comprender la ilicitud del 
hecho o le impida actuar conforme a esa 
comprensión.

3.2. Atenuación de Responsabilidad

El artículo 21.2 del Código Penal establece 
que son circunstancias atenuantes “la de ac-
tuar el culpable a causa de su grave adicción 
a las sustancias mencionadas en el número 
2º del art. 20” (bebidas alcohólicas, drogas 
tóxicas, estupefacientes, sustancias psi-
cotrópicas u otras que produzcan efectos 
análogos).

3.3. Jurisprudencia 

Las primeras resoluciones del Tribunal Su-
premo que trataban la cuestión, considera-
ban las toxicomanías como “...un conjunto de 
apetitos nefandos, taras y vicios malsanos de 
una juventud desbocada que había que meter 
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en cintura, para que no contaminara el resto 
de las manzanas”. Se consideraba al heroi-
nómano (que era el drogodependiente más 
frecuente y visible) como un degenerado sin 
posible curación, del que sólo tenían cono-
cimiento cuando había cometido un delito. 
La solución en la mayor parte de los casos 
fue la cárcel. Nada que ver con la más re-
ciente jurisprudencia de nuestros tribunales 
y más concretamente del Tribunal Supremo, 
que establece que la adicción puede operar 
como atenuante o eximente incompleta de 
responsabilidad penal, siempre que se de-
muestre su gravedad y relación causal con el 
delito. Su acreditación es fundamental para 
obtener la suspensión de penas, conforme 
al art. 80.5 CP, siendo la prueba médica y 
forense determinante para su apreciación.

Así, el Tribunal Supremo en su Sentencia 
núm. 2106/2024 (Sala 2ª del Tribunal Su-
premo, 9 de mayo de 2024) exige que la 
drogadicción esté acreditada de forma indi-
vidualizada y que se demuestre su incidencia 
en el momento del hecho para que opere 
la circunstancia modificativa, reforzando la 
exigencia de prueba rigurosa para que se 
considere como atenuante y la necesidad 
de informes médicos y prueba de la relación 
entre adicción y delito. 

En el mismo sentido la STS número 
1160/2024, de 19 de diciembre de 2024, 
dictada en apelación, en la que el recurrente 
alegaba consumo de drogas y alcohol la no-
che de los hechos, estableciendo el tribunal 
que, para apreciar la atenuante, es necesario 
acreditar de forma concreta la alteración psi-
cofísica del sujeto en el momento del delito, 
confirmando la línea jurisprudencial de exi-
gir prueba sólida y específica, no bastando 
la simple afirmación de “haber consumido”.

Por otro lado, la Sala 2ª del T.S., en sentencia 
número 68/2025 de 30 de enero, recordó 
que debe existir una relación de causalidad 
entre la dependencia del sujeto y la comisión 
del delito (‘actuar a causa de la adicción’), re-
cordando que la atenuante del art. 21.2 CP 
tiene naturaleza motivacional; no basta ser 
adicto, el delito debe derivar de esa adicción.

3.4. De las formas Sustitutivas de la 
Ejecución de las penas privativas 
de libertad 

El Código Penal trata “las formas sustitutivas de 
la ejecución de las penas privativas de libertad y 
de la libertad condicional” para referirse a otros 
modos de cumplimiento de la pena y tienen 
su fundamento en los efectos desocializado-
res o, al menos, no resocializadores, de las 
penas cortas privativas de libertad. A tal fin, el 
texto punitivo prevé, con una serie de requi-
sitos, la posibilidad de que, para penas cortas 
privativas de libertad, bien se suspenda la eje-
cución de la pena o, en caso de ciudadanos 
extranjeros, sean sustituidas por su expulsión 
del territorio nacional (art. 89). Las formas 
sustitutivas de la ejecución de las penas priva-
tivas de libertad son la suspensión y la sustitu-
ción de las penas privativas de libertad.

La suspensión de la ejecución de la pena 
aparece regulada en los artículos 80 a 87 del 
Código Penal, como alternativa eficaz para 
el logro de finalidades resocializadoras y de 
reinserción social del delincuente. 

El art. 80.1 dice que “Los jueces o tribunales, 
mediante resolución motivada, podrán dejar en 
suspenso la ejecución de las penas privativas 
de libertad no superiores a dos años cuando 
sea razonable esperar que la ejecución de la 
pena no sea necesaria para evitar la comisión 
futura por el penado de nuevos delitos. 
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Para adoptar esta resolución el juez o tribunal 
valorará las circunstancias del delito cometido, 
las circunstancias personales del penado, sus 
antecedentes, su conducta posterior al hecho, 
en particular su esfuerzo para reparar el daño 
causado, sus circunstancias familiares y so-
ciales, y los efectos que quepa esperar de la 
propia suspensión de la ejecución y del cumpli-
miento de las medidas que fueren impuestas”. 

El numeral 2 del artículo 80 del Código Penal 
establece las condiciones necesarias para la 
aplicación de la suspensión de la pena:

•	 Delincuente sea primario.

•	 Pena privativa de libertad impuesta o la 
suma de ellas no sea superior a 2 años.

•	 La reparación del daño, satisfaciendo 
las responsabilidades civiles, o adqui-
rir el compromiso de satisfacerlas de 
acuerdo a su capacidad económica y 
sea razonable esperar que el mismo sea 
cumplido en el plazo prudencial que el 
tribunal determine.

•	 El artículo 80.3 establece que excep-
cionalmente, aun cuando no concurran 
los requisitos de primariedad delictiva 
y siempre que no se trate de reos ha-
bituales, podrá acordarse la suspensión 
de penas de prisión que individualmen-
te no excedan de dos años cuando las 
circunstancias personales del reo, la 
naturaleza del hecho, su conducta y en 
particular, el esfuerzo para reparar el 
daño causado, así lo aconsejen. 

•	 En supuestos en los que el penado esté 
aquejado de una enfermedad muy grave 
con padecimientos incurables, establece 
el artículo 80.4 la posibilidad de otorgar 
la suspensión de cualquier pena impues-
ta sin sujeción a requisito alguno, salvo 

que en el momento de la comisión del 
delito tuviera ya otra pena suspendida 
por el mismo motivo.

En el caso de personas drogodependientes 
el artículo 80.5 del CP establece que “… el 
juez o tribunal podrá acordar la suspensión de 
la ejecución de las penas privativas de libertad 
no superiores a cinco años de los penados que 
hubiesen cometido el hecho delictivo a causa 
de su dependencia de las sustancias señaladas 
en el número 2º de artículo 20 -bebidas alco-
hólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sus-
tancias psicotrópicas u otras que produzcan 
efectos análogos-, siempre que se certifique 
suficientemente, por centro o servicio público o 
privado debidamente acreditado u homologa-
do, que el condenado se encuentra deshabitua-
do o sometido a tratamiento para tal fin en el 
momento de decidir sobre la suspensión”.

En el caso de personas drogodependientes 
dispone el artículo 80.5 in fine que será con-
dición necesaria, si el condenado no ha finali-
zado el proceso de deshabituación y continúa 
sometido a él, que no lo abandone hasta su 
finalización. Textualmente establece “...En el 
caso de que el condenado se halle sometido a 
tratamiento de deshabituación, también se condi-
cionará la suspensión de la ejecución de la pena 
a que no abandone el tratamiento hasta su fina-
lización” Como novedad se establece en el CP 
que no se entenderá abandono las recaídas en 
el tratamiento si estas no evidencian un aban-
dono definitivo del tratamiento de deshabitua-
ción. Para el seguimiento de esta condición, los 
centros responsables del tratamiento estarán 
obligados a facilitar al tribunal sentenciador, en 
los plazos que señale, la información precisa 
para comprobar el comienzo del tratamiento, 
su evolución y finalización. De modo que si 
se incumplen estas condiciones se revocará la 
suspensión de la ejecución. 
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La suspensión de condena está condiciona-
da, con carácter general, a que la persona no 
vuelva delinquir en un determinado plazo (ar-
tículo 81 CP), que en el caso de la suspensión 
extraordinaria por drogodependencia será de 
tres a cinco años. Los artículos 83 y 84 del CP 
establecen que el Tribunal podrá condicionar 
la concesión de la suspensión al cumplimien-
to de prohibiciones y deberes, recogiendo un 
catálogo abierto de prohibiciones: prohibición 
de aproximarse a determinadas personas, sus 
domicilios, lugares por estos frecuentados, 
prohibición de comunicar, de residir, de ausen-
tarse del lugar de residencia, comparecencias 
periódicas personales, participar en programas 
formativos o de otra naturaleza, participar en 
programas de deshabituación de consumo de 
alcohol, drogas tóxicas o sustancias estupefa-
cientes, o de tratamiento de otros compor-
tamientos adictivos, prohibición de conducir, 
o el establecimiento de otros deberes que el 
Tribunal estime convenientes, en algunos su-
puestos previa conformidad con la persona 
condenada, sin que en ningún caso atenten 
contra su dignidad como persona y siempre 
que dichas medidas resulten necesarias para 
evitar la comisión de nuevos delitos. Las me-
didas y/o prohibiciones impuestas no podrán 
resultar excesivas ni desproporcionadas. 

Y el artículo 85 CP recoge la posibilidad de 
modificar las medidas adoptadas en virtud 
de los artículos 83 y 84 del código sustantivo 
penal, acordando el alzamiento de todas o 
alguna medida, su modificación o su sustitu-
ción por otras que resulten menos gravosas.

El artículo 86 del Código Penal establece 
que el incumplimiento de las condiciones 
impuestas para la concesión de la suspen-
sión de la ejecución de la pena tendrá como 
consecuencia su revocación y el tribunal or-
denará la ejecución de la pena.

A la suspensión de la ejecución de penas por 
drogodependencia (art. 80.5 CP), se refie-
re el Tribunal Constitucional, que admite la 
suspensión cuando se acredita la adicción, el 
tratamiento en curso y el compromiso con 
la deshabituación (Res.núm. 37/2025).

En el Art. 87.1 establece que transcurrido 
el plazo acordado de suspensión sin haber 
cometido el condenado “un delito (…) y 
cumplida de forma suficiente las normas de 
conducta fijadas por el tribunal, éste acordará 
la remisión de la pena”.

No obstante, y así lo recoge el art. 87.2, “...
para acordar la remisión de la pena, en el caso 
de personas drogodependientes, deberá acre-
ditarse la deshabituación del sujeto o la conti-
nuidad del tratamiento. De lo contrario, el juez 
o tribunal ordenará su cumplimiento, salvo que, 
oídos los informes correspondientes, estime 
necesaria la continuación del tratamiento; en 
tal caso podrá conceder razonadamente una 
prórroga del plazo de suspensión por tiempo no 
superior a dos años”.

4. INFORME PERICIAL EN 
CONDUCTAS ADICTIVAS

Resulta fundamental para la individualización 
de la pena y su optimización de cara a la re-
inserción de la persona con un trastorno 
adictivo, la emisión de informes periciales 
sobre la conducta adictiva, circunstancias 
que rodean al proceso de adicción, posibi-
lidades y descripción del tratamiento más 
adecuado.

Se entiende por peritaje psicológico todo in-
forme redactado por un/a perito especialis-
ta en psicología forense (docto, experimen-
tado, práctico en una ciencia o arte, que no 
ha tenido ni tiene un conocimiento previo, 
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ni contacto, ni interés alguno en el caso que 
se juzga o con las personas implicadas en él), 
que sirva para asesorar a la Justicia en las 
cuestiones solicitadas por la misma.

La finalidad del informe pericial es acredi-
tar la drogodependencia y determinar su 
influencia en la imputabilidad de la persona 
(capacidades volitivas e intelectivas) de gran 
importancia para la aplicación, en su caso, 
de circunstancias modificativas de responsa-
bilidad penal (atenuantes, eximentes).

4.1. Características del informe

Este informe, guiado por los principios de 
independencia, objetividad y rigurosidad 
técnica, y el posterior seguimiento que el 
equipo especializado lleve a cabo de la per-
sona, pueden suponer una ayuda al órgano 
jurisdiccional a la hora de individualizar la 
pena, así como, posteriormente, en su pro-
ceso de ejecución. 

El informe debe ser:

•	 Científico (DSM-5 o CIE-11).

•	 Dar respuesta a lo que se solicita.

•	 Emplear terminología adecuada para 
ser comprendida por el órgano jurisdic-
cional o Jurado.

•	 No es vinculante.

4.2. Valoración de las Capacidades 
Intelectivas y Volitivas

Imputar un acto es atribuírselo (responsabi-
lidad y culpabilidad) a alguien. La imputabi-
lidad podría definirse como la capacidad de 
entender, valorar y actuar consecuentemen-
te. Por tanto, requiere, en primer lugar, tener 
preservada la capacidad intelectiva de poder 

entender y valorar la naturaleza e ilicitud del 
hecho realizado y, en segundo lugar, precisa 
la capacidad volitiva de poder actuar según 
esa apreciación, valoración o comprensión. 
Así pues, hace referencia a las capacidades 
físicas, biológicas, psíquicas y psicosociales 
de una persona en el momento de cometer 
el hecho delictivo.

Podríamos definir la droga como: “toda sus-
tancia que introducida en el organismo por 
cualquiera de los mecanismos de administra-
ción afecta al S.N.C., produciendo una serie 
de efectos sobre el comportamiento, así 
como una serie de alteraciones en el nor-
mal funcionamiento físico y psicológi-
co del sujeto. Además, ha de estar calificada 
como tal por la sociedad en la que vive el 
sujeto”. Las drogas actúan sobre el sistema 
nervioso y puede alterar el sistema cognitivo 
y afectivo, y la misma conducta. 

A la hora de valorar las facultades volitivas e 
intelectivas de la persona que presenta una 
conducta adictiva es muy importante:

•	 Determinar la gravedad del tras-
torno adictivo que presenta (edad 
de inicio, sustancias consumidas, can-
tidades, vía de administración, frecuen-
cia de consumo, tratamientos fallidos, 
repercusiones físicas, psicológicas, 
etc.).

•	 Determinar si el trastorno adictivo 
afecta a sus capacidades volitivas 
e intelectivas en el momento de la 
comisión de los hechos delictivos. Para 
ello es necesario disponer del máximo 
de información objetiva: diligencias 
policiales, informe forense, analíticas 
(orina, cabello, sangre, saliva, etc.) in-
formes de tratamiento, informes hos-
pitalarios, terceros informantes, etc.
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•	 Determinar si la persona presenta 
patología concomitante, ya que la 
comorbilidad de la drogodependencia 
con otro trastorno mental puede al-
terar notablemente sus capacidades. 
El término “comorbilidad” se aplica 
cuando una persona sufre dos o más 
trastornos o enfermedades, que pue-
den presentarse al mismo tiempo o 
uno después del otro.

En términos generales, podríamos afirmar 
que el consumo de drogas altera las facultades 
volitivas de las personas durante los periodos 
de mantenimiento de la drogodependencia. 
Respecto a las facultades intelectivas, éstas 
pueden verse alteradas en estados de intoxi-
cación y/o bajo el síndrome de abstinencia. El 
grado de afectación de dichas facultades (nulo, 
leve, moderado o severo) dependerá de las 
características del patrón de consumo (tipo 
de sustancias y mezclas, concentración, canti-
dad, frecuencia, tiempo transcurrido desde el 
último consumo y vía de administración), de 
la propia persona (personalidad, expectativas, 
experiencias previas, estado de ánimo) y de la 
situación en que se encuentre (entorno). 

5. DISCUSIÓN 

El análisis muestra que la relación entre 
trastornos adictivos e imputabilidad penal 
es compleja por la interacción de factores 
jurídicos, clínicos y probatorios. Aunque la 
norma penal prevé mecanismos específicos 
para modular la responsabilidad criminal en 
función de la afectación de las capacidades 
intelectivas y volitivas, su aplicación práctica 
es compleja, por las exigencias probatorias 
del proceso penal, que requieren evidencias 
objetivas, verificables y aplicables al momen-
to concreto de los hechos. 

La pericial psicológica es clave. No se trata 
únicamente de describir un trastorno adictivo, 
sino de valorar la gravedad de la adicción y su 
relación causal con la conducta delictiva. La ju-
risprudencia exige evaluaciones rigurosas y per-
sonalizadas para la individualización de la pena. 

El aumento del policonsumo, la aparición de 
nuevas sustancias psicoactivas y la elevada 
prevalencia de trastornos duales alteran los 
modelos tradicionales de comprensión de la 
adicción y sus efectos sobre el control de im-
pulsos, la cognición y la toma de decisiones. 
Ello exige reforzar la formación especializada 
y promover un enfoque interdisciplinar que 
integre conocimientos de neuropsicología, 
psiquiatría, criminología y trabajo social. 

Las medidas de seguridad y las formas sus-
titutivas de la ejecución de penas se revelan 
herramientas eficaces. Su éxito depende de 
la existencia real de dispositivos terapéuticos 
accesibles, de la coordinación de los agentes 
implicados en la ejecución de las mismas, de 
la continuidad del tratamiento y de la com-
prensión judicial del proceso de recupera-
ción, en el que la recaída forma parte del cur-
so clínico esperado y no debe interpretarse 
como abandono deliberado.

Resulta evidente que las conductas delictivas 
asociadas a trastornos adictivos no pueden 
analizarse de manera reduccionista. Factores 
estructurales como la pobreza, la exclusión 
social, la violencia, la falta de apoyo familiar o 
la presencia de trastornos mentales comór-
bidos influyen significativamente tanto en la 
aparición del delito como en las posibilidades 
de rehabilitación. Por ello, el debate sobre 
imputabilidad y drogodependencia debe si-
tuarse en un marco más amplio de políticas 
públicas, coordinación interinstitucional y en-
foque biopsicosocial integral.
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6. CONCLUSIONES

1.	 La determinación del grado de imputa-
bilidad penal en el contexto de los tras-
tornos adictivos requiere una evaluación 
rigurosa y especializada. La intoxicación, 
el síndrome de abstinencia y la adicción 
grave pueden afectar de forma significa-
tiva las capacidades intelectivas y voliti-
vas, pero su incidencia debe acreditarse 
mediante peritajes técnicos sólidos, ali-
neados con las exigencias probatorias 
establecidas por la jurisprudencia.

2.	 El informe pericial constituye un instru-
mento clave para la individualización ju-
dicial de la pena. Su utilidad va más allá 
de describir un trastorno: permite valo-
rar su impacto funcional, determinar la 
relación causal con el delito y orientar 
al órgano jurisdiccional sobre las alter-
nativas terapéuticas y las posibilidades 
reales de reinserción.

3.	 Los tribunales exigen pruebas claras, 
específicas y contextualizadas que acre-
diten tanto la existencia de la adicción 
como su influencia en el momento de 
los hechos, evitando generalizaciones o 
presunciones automáticas.

4.	 Las medidas de seguridad y las formas 
sustitutivas de la pena representan herra-
mientas efectivas para promover la rehabi-
litación, especialmente cuando la conducta 
delictiva está vinculada a la dependencia. 
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